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Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, el Juez 
Ronda Del Toro y la Jueza Díaz Rivera 

 

Ronda Del Toro, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de agosto de 2023. 

Este Recurso de Apelación fue presentado por la parte 

apelante el 22 de junio de 2023. En el mismo nos solicitan que 

revisemos y revoquemos una Sentencia dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan (en adelante, TPI), el 10 de 

marzo de 2023, la que se notificó el 13 de marzo de 2023. Por 

medio de dicha Sentencia se desestimó la Petición Urgente de 

Sentencia Declaratoria que presentaron contra la Autoridad de 

Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico, aquí apelada (en 

adelante, AAA). 

Los demandantes en TPI fueron Instituto de Competitividad 

y Sostenibilidad Económica de Puerto Rico, Inc. (en adelante 

ICSE); Eric Santiago y Meraris Báez. Estos aquí son apelantes. 

Evaluado el recurso ante nuestra consideración y el alegato 

en oposición, a la luz del derecho aplicable y por los fundamentos 

que explicamos a continuación, confirmamos la sentencia apelada. 
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I. 

El 12 de julio de 2022, los apelantes como parte 

demandante, presentaron ante el TPI la Petición Urgente de 

Sentencia Declaratoria.  

La demanda surge del proceso que comenzó con la 

Resolución 3248 aprobada el 17 de septiembre de 2021, que 

adopta la AAA para comenzar un trámite de revisión tarifaria. 

Luego de aprobada la resolución, el proceso continúa ante un 

Oficial Examinador designado por la Junta de la AAA, al amparo 

de la Ley 21 de 31 de mayo de 1985, según enmendada y 

denominada Ley Uniforme para la Revisión y Modificación de 

Tarifas, en adelante Ley 21 (ver 27 LPRA secs. 261-261e y 

Meléndez Ortiz v. Valdejully, 120 DPR 1 (1987)). Como Oficial 

Examinador se contrató al Ing. Ferdinand Quiñones Márquez, y 

este realizó dicha encomienda, la que culminó recopilando la 

información recibida de todos los que quisieron participar y 

plasmando la misma en un Informe con sus recomendaciones. 

  También se realizó conforme la Ley Orgánica de AAA, Ley 

40 de 1 de mayo de 1945, según enmendada, y cumplió con todo 

lo relacionado a las tarifas de AAA que esta cobra a quienes les 

suple agua. Dicho proceso se concluye con la preparación del 

Informe por el Oficial Examinador que se rindió el 16 de mayo de 

2022 y en este se proponen adoptar nuevas tarifas que entrarían 

en vigor el 1 de julio de 2022, si así adoptaba dicha 

recomendación la Junta de Gobierno de AAA. 

Con esos procesos como antecedentes, se presentó este 

caso al TPI como antes indicamos y la AAA presentó una Moción 

de Desestimación el 26 de septiembre de 2022. Allí se argumentó 

que la demanda en cuestión no exponía una reclamación que 

justificase la concesión de un remedio. Se adujo además que el 
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proceso de Tarifas es el que rige este tipo de trámite y al ser una 

ley especial sobre la materia específica de tarifas, prevalece sobre 

cualquier otra ley de carácter general o que no atienda el proceso 

de tarifas. 

Varias Asociaciones solicitaron y obtuvieron autorización 

para intervenir en el caso como amicus curiae en apoyo a la 

Petición Urgente de Sentencia Declaratoria. 

Los apelantes, demandantes en el TPI, presentaron 

Oposición a la moción de desestimación el 11 de octubre de 2022. 

Allí argumentaron que la AAA sugería una interpretación 

equivocada de la Ley 21 y la interacción con la Ley Núm. 38-2017 

(LPAU), reclamando que la LPAU prevalecía. La AAA presentó 

réplica a la oposición, reiterando que la Ley 21 estaba vigente, 

aunque fuera anterior a la LPAU y que se hizo y se mantenía 

aplicando a los procesos tarifarios y reiteró además la falta de 

legitimación activa de ICSE.     

El 10 de marzo de 2023 se dictó la Sentencia desestimando 

el caso por el TPI. La misma se notificó el 13 de marzo de 2023. 

Contra dicha Sentencia se presentó oportunamente 

reconsideración, la AAA se opuso y el TPI decretó No Ha Lugar a 

la reconsideración, lo que se notificó el 23 de mayo de 2023. 

Inconformes los demandantes presentaron esta Apelación el 

22 de junio de 2023 en la que reclaman que el TPI cometió los 

siguientes errores: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DECLARARSE SIN JURISDICCIÓN PARA 

ATENDER EL PRESENTE CASO COMO UN RECURSO DE 
SENTENCIA DECLARATORIA. 

 
SEGUNDO ERROR:  ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 

INSTANCIA AL NO DEVOLVER EL CASO A LA AUTORIDAD DE 
ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS PARA QUE REALIZARA 

SU PROCESO TARIFARIO DE ACUERDO A LAS 
DISPOSICIONES Y REQUERIMIENTOS DE LA LPAU, UNA VEZ 

QUE DETERMINÓ QUE ESTA LEY APLICA. 
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Habiendo comparecido todas las partes, la Apelación está 

perfeccionada para su adjudicación final, lo que aquí hacemos. 

II. 

 
A. 

 

La jurisdicción "[e]s el poder o autoridad con el que cuenta 

un tribunal para considerar y decidir los casos y controversias ante 

su consideración". Metro Senior v. AFV, 209 DPR 203 

(2022); Beltrán Cintrón et al. v. ELA et al., 204 DPR 89, 101 

(2020).  Así pues, el primer factor para considerar en toda 

situación jurídica que se presente ante un foro adjudicativo es 

precisamente el aspecto jurisdiccional. Torres Alvarado v. Madera 

Atiles, 202 DPR 495 (2019); Ruiz Camilo v. Trafon Group, Inc., 

200 DPR 254 (2018); Horizon v. Jta. Revisora, RA Holdings, 191 

DPR 228, 233–234 (2014).  Al cuestionarse la jurisdicción de un 

tribunal por alguna de las partes o, incluso, cuando no haya sido 

planteado por éstas, dicho foro examinará y evaluará con 

rigurosidad el asunto jurisdiccional como parte de su deber 

ministerial, pues éste incide directamente sobre el poder mismo 

para adjudicar una controversia. Torres Alvarado v. Madera 

Atiles, supra; Ruiz Camilo v. Trafon Group, Inc., supra; Yumac 

Home v. Empresas Massó, 194 DPR 96, 103 (2015); Souffront v. 

A.A.A., 164 DPR 663, 674 (2005).  Si el tribunal no tiene 

jurisdicción debe desestimar la reclamación sin entrar en sus 

méritos. Metro Senior v. AFV, supra; Beltrán Cintrón et al. v. ELA 

et al., supra, pág. 102; Torres Alvarado v. Madera Atiles, supra, 

pág. 501.  

El principio de justiciabilidad “responde al rol asignado a la 

Rama Judicial en una distribución tripartita de poderes, 

esquematizada para asegurar que no actuará en áreas sometidas 

al criterio de las otras ramas de gobierno.”  Munc. Aguada y 
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Aguadilla v. JCA, 190 DPR 122 (2014), págs 132-133; Lozada 

Sánchez et al v. JCA, 184 DPR 898 (2012), pág. 917. Este principio 

limita al ejercicio del poder judicial, con el fin de que los tribunales 

puedan precisar el momento oportuno para su intervención.   

Nuestra jurisprudencia ha resuelto que un caso no es 

justiciable cuando las partes no tienen legitimación activa, cuando 

el caso no está maduro, cuando se presenta una cuestión política, 

cuando la controversia se ha tornado académica o se busca 

obtener una opinión consultiva. Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera 

Schatz, 180 DPR 920 (2011); C.R.I.M. v. Méndez Torres, 174 DPR 

216, 225-226 (2008); Presidente de la Cámara v. Gobernador, 

167 DPR 149, 157 (2006); Noriega v. Hernández Colón, 135 DPR 

406 (1994). 

B. 

La sentencia declaratoria se ha definido como un mecanismo 

“remedial y profiláctico que permite anticipar la dilucidación de los 

méritos de cualquier reclamación ante los tribunales”, siempre 

que se demuestre la existencia de un peligro real contra la parte 

que solicita la sentencia declaratoria. Sánchez et al v. Srio. de 

Justicia et al., 157 DPR 360, 383-384 (2002); Charana v. Pueblo, 

109 DPR 641, 653 (1993). Asimismo, se ha reconocido que la 

sentencia declaratoria es un mecanismo idóneo para adjudicar 

controversias de índole constitucional. Asociación de Periodistas 

v. González, 127 DPR 704, 723-724 (1991).  

La autoridad de nuestros tribunales para emitir sentencias 

declaratorias está regulada por las Reglas de Procedimiento Civil. 

Específicamente, la regla 59.1 de estas, 32 LPRA, Ap. V R. 59.1, 

permite que el foro de primera instancia declare derechos, estados 

y otras relaciones jurídicas, aunque se haya instado o pueda 

instarse otro remedio en ley. Mun. Fajardo v. Srio. Justicia, et al, 

javascript:citeSearch('109DPR641',%20'MJPR_DPR')
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187 DPR 245 (2012). La declaración tendrá la eficacia y el vigor 

de las sentencias o resoluciones definitivas.  

La regla 59.2 de Procedimiento Civil, supra, en sus incisos 

(a) y (b) prevé dos supuestos en los que un tribunal puede emitir 

una sentencia declaratoria. El primero de ellos establece que 

cualquier persona interesada en una escritura, un testamento, un 

contrato escrito u otro documento constitutivo de contrato puede 

solicitar una sentencia declaratoria sobre cualquier divergencia en 

la interpretación o validez de dichos estatutos, ordenanzas, 

contrato o franquicia y podrá solicitar además una declaración de 

los derechos, estados u otras relaciones jurídicas que dimanen de 

estos. El segundo prevé para que los albaceas, administradores 

judiciales, fideicomitentes, fideicomisarios, fiduciarios, tutores, 

acreedores, legatarios y herederos que actúen en representación 

de otras personas puedan obtener una declaración de derechos en 

cuanto a los bienes que administran. En tales casos, el tribunal 

interpretará el alcance del contrato en cuestión y dictará una 

declaración de los derechos resultantes del documento 

obligacional. Claro está, estos supuestos no representan una lista 

taxativa de los casos en que un tribunal puede expedir sentencias 

declaratorias. 32 LPRA Ap. V, R. 59.2(c).1  

El mecanismo de la sentencia declaratoria es útil para 

finalizar situaciones de incertidumbre o inseguridad en cuanto a 

derechos, pues viabiliza que un ciudadano pueda dilucidar ante 

 
1 En cuanto a las partes acumulables en un procedimiento declaratorio, la regla 

59.5 dispone que:  

Cuando se solicite un remedio declaratorio deberán incluirse 

como partes todas aquellas personas que tengan o aleguen tener 

algún interés que pueda ser afectado por la declaración, y 

ninguna declaración perjudicará los derechos de personas que no 

sean partes en el procedimiento. En cualquier procedimiento en 

que se discuta la validez de una ordenanza o franquicia 

municipal, el municipio correspondiente deberá ser incluido como 

parte, notificándose, además, al Secretario o Secretaria de 

Justicia en conformidad con lo dispuesto en la Regla 21.3. 

32 LPRA Ap. V, R. 59.5. 
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los tribunales los méritos de cualquier reclamación que en forma 

latente entrañe un peligro potencial en su contra. Charana v. 

Pueblo, supra, a la pág. 653; Moscoso v. Rivera, 76 DPR 481, 488 

(1954). Se trata, pues, de un remedio anterior al ejercicio efectivo 

de una causa de acción convencional, para declarar derechos, 

estados y otras relaciones jurídicas disponibles para la parte, aun 

cuando se inste o pueda instarse otro remedio en ley. Charana v. 

Pueblo, supra.2 

El mecanismo de sentencia declaratoria no está disponible 

para obtener una interpretación sobre una ley contributiva o 

tampoco aplica para obligar determinada interpretación de una ley 

que establece un trámite administrativo para ajustar las tarifas 

que cobra una instrumentalidad pública, cuando existen otros 

remedios adecuados en ley. Ver: Cafeteros de P.R. v. Tesorero, 

74 DPR 752, 760 (1953); Cooperativa Cosecheros de Café v. 

Tesorero, 69 DPR 226 (1953). 

C. 

La revisión judicial constituye el remedio exclusivo para 

auscultar los méritos de una decisión administrativa. La Ley núm. 

38-2017, conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, 3 LPRA sec. 9601 et seq. 3 

(LPAUG), según enmendada, dispone en la Sección 4.2, 3 LPRA 

sec. 9672, como sigue: 

Una parte afectada por una orden o resolución 
final de una agencia y que haya agotado 

todos los remedios provistos por la agencia 
o por el organismo administrativo apelativo 

correspondiente, podrá presentar una solicitud 
de revisión ante el Tribunal de Apelaciones, 

dentro de un término de treinta (30) días 
contados a partir de la fecha del archivo en autos 

de la copia de la notificación de la orden o 
resolución final de la agencia o a partir de la fecha 

aplicable a las dispuestas en la Sección 3.15 de 

 
2 Cabe añadir que la sentencia declaratoria también es el mecanismo procesal 

adecuado para dirimir una controversia constitucional. Asoc. de Periodistas v. 

González, 127 DPR 704, 724 (1991).   
3 Su vigencia comenzó el 1 de junio de 2017.  Véase, Sección 8.6 de la Ley 

Núm. 38-2017. 
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esta Ley cuando el término para solicitar la 

revisión judicial haya sido interrumpido mediante 
la presentación oportuna de una moción de 

reconsideración. […]. (Énfasis nuestro). 
 

A su vez, el Artículo 4.006 de la Ley de la Judicatura del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2003, Ley 201 de 22 de 

agosto de 2003, 4 LPRA sec. 24y en parte de su sección c, dispone 

que:   

El Tribunal de Apelaciones conocerá de los 

siguientes asuntos… c. Mediante el recurso de 
revisión judicial, que se acogerá como cuestión 

de derecho, de las decisiones, órdenes y 
resoluciones finales de organismos o agencias 

administrativas. … 
 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico estableció que una 

“orden o resolución final es aquella emitida por la última autoridad 

decisoria o adjudicativa de la agencia administrativa.” Bird 

Construction Corp. v. Autoridad de Energía Eléctrica, 152 DPR 

928, 936 (2000). Para que una orden o resolución sea final tiene 

que resolver todas las controversias y no puede dejar pendiente 

una para ser decidida en el futuro.” J. Exam. Tec. Med. V. Elías et 

al, 144 DPR 483, 490 (1997). Por tanto, los requisitos para que 

una orden emitida por una agencia pueda ser revisada por este 

tribunal son: (1) que la parte adversamente afectada por la orden 

haya agotado los remedios provistos por la agencia, y (2) que la 

resolución sea final y no interlocutoria. Procuradora Paciente v. 

MCS, 163 DPR 21 (2004). 

El objetivo principal de la revisión judicial se enfoca en 

asegurar que las agencias administrativas actúen conforme a las 

facultades concedidas por ley. Hernández Feliciano v. Municipio de 

Quebradillas, 211 DPR ___, 2023 TSPR 6, res. 25 de enero de 

2023; OEG v. Martínez Giraud, 2022 TSPR 93, 210 DPR ____ 

(2022); Pérez López v. Depto. Corrección, 208 DPR 656 (2022).  

Es norma reiterada que los tribunales están llamados a 
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concederles amplia deferencia a determinaciones de las agencias 

administrativas. Moreno Lorenzo y otros v. Depto. Fam., 207 DPR 

833 (2021); Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, LLC, 202 

DPR 117, 126 (2019).  

D. 

La Ley Núm. 38-2017, supra, derogó expresamente a su 

predecesora, la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, conocida como la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico.  

Tanto la Ley Núm. 38-2017, como su derogada predecesora, 

disponen que la revisión judicial de las determinaciones finales de 

las agencias administrativas se circunscribe a evaluar: (1) si el 

remedio concedido por la agencia es el adecuado; (2) si las 

determinaciones de hechos están sostenidas por la evidencia 

sustancial que surge de la totalidad del expediente; y (3) si las 

conclusiones de derecho son correctas, para cuyo escrutinio no 

tenemos limitación revisora alguna. Véase, Sección 4.5 de 

la LPAU, 3 LPRA sec. 9675.    

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido que las 

decisiones de los foros administrativos están revestidas de una 

presunción de regularidad y corrección, mientras que sus 

conclusiones merecen gran deferencia por parte de los tribunales, 

por lo que debemos ser cuidadosos al intervenir con las 

determinaciones administrativas. González Segarra et al. v. 

CFSE, 188 DPR 252, 276 (2013); Empresas Loyola v. Com. 

Ciudadanos, 186 DPR 1033, 1041 (2012). 

En el ejercicio de nuestra función revisora, los foros 

apelativos debemos diferenciar entre asuntos de interpretación 

estatutaria, en la que los tribunales son especialistas, y los 

asuntos propios de la discreción o la pericia administrativa. 
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Hernández Feliciano v. Municipio de Quebradillas, supra; OCS v. 

Point Guard Ins., 205 DPR 1005, 1028 (2020).  

Al revisar una decisión administrativa, el criterio rector será 

la razonabilidad en la actuación de la agencia. González 

Segarra et al. v. CFSE, supra. Corresponde a los tribunales 

analizar las determinaciones de hechos de los organismos 

administrativos amparados en esa deferencia y razonabilidad. Íd.  

Sin embargo, cuando se trata de las conclusiones de derecho, el 

tribunal las puede revisar en todos sus aspectos, sin sujeción a 

norma o criterio alguno. Pereira Suárez v. Jta. Dir. Cond., 182 DPR 

485, 513 (2011); Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 77 (2004).    

De ordinario, al revisar las decisiones de las agencias, los 

tribunales brindan deferencia a las interpretaciones del estatuto 

que sean efectuadas por el organismo facultado por ley para velar 

por su administración y cumplimiento. González Segarra et al. v. 

CFSE, supra; Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 

DPR 425, 436 (1997).  Si la interpretación realizada por la agencia 

es razonable, aunque no sea la única razonable, los tribunales 

deben otorgarle deferencia.  González Segarra et al. v. 

CFSE, supra; Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 

616 (2006). 

El tribunal revisor hará una evaluación a la luz de la totalidad 

del expediente.  “El tribunal podrá sustituir el criterio de la agencia 

por el propio sólo cuando no pueda hallar una base racional para 

explicar la decisión administrativa”.  Id.  La revisión judicial de las 

determinaciones administrativas está limitada a determinar si la 

actuación administrativa fue razonable y cónsona con el propósito 

legislativo o si por el contrario fue irrazonable, ilegal o si medió 

abuso de discreción.  T-JAC v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 
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70 (1999); Agosto v. Fondo del Seguro del Estado, 132 DPR 866 

(1993).     

En resumen, una vez determinado que la agencia que se 

revisa actuó dentro de la materia que está su jurisdicción, la 

revisión judicial de decisiones administrativas se debe limitar a 

determinar si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente, o en forma 

tan irrazonable que su actuación constituye un abuso de 

discreción.  Rebollo v. Yiyi Motors, supra. 

E. 

La Ley Uniforme para la Revisión y Modificación de Tarifas, 

Ley 21 de 31 de mayo de 1985, 27 L.P.R.A. sec. 261-261e tiene 

el propósito de garantizar a los abonados y usuarios de servicios 

públicos unos procedimientos administrativos adecuados y 

uniformes para la revisión y modificación de las tarifas que por 

servicios básicos y esenciales prestados fijan y cobran las 

corporaciones públicas y demás instrumentalidades públicas, que 

no tengan otro proceso que les indique como revisar y fijar sus 

tarifas, entre ellas, la AAA. 

La Ley 21 no ha sido derogada por la Ley Núm. 38-2017 y 

por ninguna otra ley y por lo tanto está vigente y aplica cada vez 

que una de las entidades que dentro de las que dicha ley le rige 

el aspecto tarifario, se propone modificar estas.  

 El Artículo 3 de la Ley 21 establece el procedimiento para 

que toda autoridad, corporación pública u otra instrumentalidad, 

pueda hacer cambios en las tarifas. Ese artículo establece como 

sigue:  

Toda autoridad, corporación pública u otra 
instrumentalidad gubernamental análoga que 

provea servicios públicos básicos y esenciales a la 
ciudadanía no hará cambios en las tarifas que cobra 

a sus abonados o usuarios por dichos servicios, a no 
ser que cumpla con los siguientes procedimientos: 

 
(a). No se harán cambios de tarifas, con carácter 

permanente, a menos que se celebren vistas 

públicas debidamente anunciadas en dos (2) 
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periódicos de circulación general en Puerto Rico, con 

por lo menos quince (15) días de antelación a la 
fecha de celebración de las mismas, indicando en el 

anuncio el sitio, fecha y hora en que se llevará a cabo 
tal vista pública, las tarifas en vigor, las tarifas 

propuestas o cambios en las tarifas que se propone 
adoptar y la fecha de efectividad del propuesto 

cambio. 
 

(b). La Autoridad pondrá a disposición del público 

con suficiente antelación a la fecha de celebración de 
las vistas públicas, los informes o documentos de la 

agencia apoyando o justificando el propuesto cambio 
tarifario. 

 
(c). Las vistas públicas ordenadas por esta sección 

serán presididas por un oficial examinador de 
reputado conocimiento en la estructura tarifaria de 

la agencia, designado por la Autoridad para tal 
efecto. En caso de resultar necesario transferir 

personal de la agencia para encomendarle la función 
de servir como oficial examinador durante estas 

vistas públicas, la persona designada no podrá haber 
intervenido anteriormente en la determinación del 

propuesto cambio tarifario. 

 
(d). El oficial examinador escuchará los argumentos 

de los deponentes y les concederá la oportunidad de 
presentar testimonio pericial y documental. Dicho 

funcionario emitirá un informe, que someterá a la 
Junta de Directores de la Autoridad dentro de los 

sesenta (60) días siguientes a la fecha en que 
concluyan las vistas públicas, el cual deberá 

contener una relación de todas las objeciones, 
planteamientos, opiniones, documentos, estudios, 

recomendaciones y cualesquiera otros datos 
pertinentes presentados en las vistas, así como 

conclusiones y recomendaciones. Copia de dicho 
informe se pondrá a disposición del público para 

examen y estudio, debiéndose notificar tal hecho a 

través de los medios de difusión pública. Cualquier 
persona interesada podrá presentar por escrito a la 

Junta de Directores de la Autoridad concernida sus 
comentarios al informe, dentro de los diez (10) días 

siguientes a la fecha en que el mismo haya estado a 
disposición del público. 

 
27 L.P.R.A. sec. 261b.  

 

 Esta Ley fue interpretada por el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico en Meléndez Ortiz v. Valdejully, 120 DPR 1 (1987) en la cual 

se cita la totalidad de la ley, incluyendo su exposición de motivos 

que en su último párrafo dispone y citamos: 

 “Conscientes de la importancia fundamental que tiene la 

facultad de revisión de las estructuras tarifarias para la operación 
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eficaz y saludable de estas corporaciones públicas concernidas, 

para los intereses de los inversionistas, para el público consumidor 

y para nuestra economía, mediante esta ley se establece un 

procedimiento justo y uniforme para precisar y asegurar el mejor 

ejercicio de esta potestad.” 

 Ese lenguaje explica la realidad necesaria que es mantener 

unas tarifas que permitan a la instrumentalidad pública operar 

diariamente sin estar sujeta a crisis fiscales, que conocemos han 

existido en varias áreas del gobierno de Puerto Rico. Ello además 

requiere concluir que no se le deben aplicar todas las disposiciones 

a la preparación de reglamentos y obtención de permisos frente 

al proceso de preparar tarifas y por ello la ley 21, supra está 

vigente.  

III. 

 Es menester, reiterar que una cosa es participar y exponer 

ideas o propuestas durante un proceso para la adopción de una 

nueva estructura tarifaria y otra que la agencia adopte tales 

propuestas o recomendaciones. En todo proceso de evaluación de 

las tarifas que cobra una instrumentalidad pública, la decisión final 

de la agencia no ocurre hasta que no se adoptan las decisiones 

recomendadas. Lo cierto es que el proceso de recopilar 

información para evaluar tarifas de servicios públicos esenciales, 

no le aplica la legislación que rige los procesos para adoptar 

reglamentos o expedir permisos y por ello cuando se adoptó la ley 

Núm. 38-2017, nada se indicó sobre el proceso de evaluación de 

tarifas vigentes. Por ello, la ley 21, está vigente y es la que 

reglamenta dicho proceso de evaluación de tarifas en AAA y en 

aquellas otras agencias que esta ley le aplique. 

 Aquí se recurrió al TPI reclamando al Tribunal, imponer por 

Sentencia Declaratoria la derogación tácita de la Ley 21 y que se 

tenía que seguir aquellas partes de la ley 38-2017, que no surgen 
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de la propia ley que aplican a un proceso de evaluación de tarifas 

de servicios esenciales.  

  Aunque la Ley 21, supra, si establece unos procesos 

mínimos a seguir en los procesos de recopilar información para 

evaluar una tarifa existente ofrecida en un servicio esencial, que 

la instrumentalidad pública presta a la ciudadanía, dicha ley no se 

aprobó imponiendo los mismos requisitos que rigen los procesos 

de reglamentación y de permisos. La realidad es que reglamentar 

y fijar tarifas por servicios son trámites muy distintos. La tarifa 

apropiada se elabora tomando la información para determinado 

momento, mientras que un Reglamento toma en cuenta múltiples 

factores del proceso a seguir antes que entren en vigor las 

distintas etapas requeridas para obtener un permiso.    

Los apelantes pretenden, al utilizar la sentencia declaratoria 

como mecanismo que elimine la validez de la ley 21 y de paso 

evadir el cauce administrativo al que podría estar sujeta cualquier 

revisión de tarifas que se lleve a cabo mediante esa ley creada 

para facultar aquellas agencias que operan a través de cobrar 

tarifas por sus servicios a evaluar y atemperar las mismas a la 

realidad. Como correctamente surge de la propia ley 21, los 

tribunales podremos intervenir luego de que se emita una decisión 

por la agencia, en torno a la encomienda brindada para evaluación 

de la tarifa. 

La pretensión de la parte apelante de que en la alternativa 

se considere el recurso como un trámite administrativo contra la 

tarifa implica ignorar el estado de derecho vigente para impugnar 

cualquier proceso administrativo, que seria el adecuado seguir 

cuando después de cumplir con los requisitos de la ley 21, la 

agencia adopte una recomendación de aumento de tarifas. 
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Un examen del Reglamento de este Tribunal en Recursos 

contra decisiones administrativas detalla que en este Recurso no 

se ha presentado el mínimo de información que se requiere 

cuando se pretende impugnar una decisión administrativa. El 

hecho de que los apelantes, antes de presentar su caso, 

seleccionan la sentencia declaratoria ante el TPI como curso de 

acción limitó el requerir más información al presentar su caso ante 

un Tribunal. 

La demanda ante el TPI se presentó el 12 de julio de 2022, 

el Informe rendido por el Oficial Examinador designado por AAA 

para evaluar las tarifas de esa agencia, tiene fecha de 16 de mayo 

de 2022. Igual fecha tiene la carta que acompaña al informe y 

esta dirigida al Presidente de la Junta de Gobierno de la AAA. No 

encontramos entre los documentos aquí presentados si se 

implementó y como el aumento de tarifas que sugería el Informe 

que preparó el Oficial Examinador.   

La única intención de los apelantes al presentar este caso 

originalmente ante el TPI, era que se le impusiera la Ley 38-2017, 

supra, al proceso de evaluación de tarifas y se descartara por una 

sentencia de un Tribunal, la Ley 21, la que fue seguida por la AAA 

en este proceso y que entendemos es la que rige el proceso. 

De la demanda no surge si había finalizado el proceso de 

evaluación de la tarifa, ni siquiera en la etapa en que se 

encontraba el mismo. En la demanda presentada si se mencionan 

procesos tarifarios adoptados en Puerto Rico mas recientes que el 

que se adopta en la Ley 21 y que no aplican a las tarifas que cobra 

la AAA por suplir agua potable a comercios y hogares en Puerto 

Rico. El único que aún está vigente y aplicando a cualquier 

evaluación de trifas en AAA es el que se adopta en la ley 21. 

Al examinar con detenimiento los trámites que cubiertos por 

la ley 38, supra, que es la ley que quieren que rija este proceso 
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de evaluación de tarifas, no vemos que surja en dicha ley medidas 

que tomaban en cuenta este proceso de evaluación de tarifas de 

la AAA, que es el que aquí se pretende cambiar.  

Los errores que reclaman los apelantes contra la sentencia 

que aquí impugnan no se cometieron. Procede confirmar la 

Sentencia contra la que aquí se recurrió, por los fundamentos 

antes expresados. No procedía el trámite de Sentencia 

Declaratoria para ver que ley aplicaba a la evaluación de tarifas.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

sentencia apelada. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.  El Juez Rivera Colón concurre sin opinión escrita.  

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


